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RESUMEN

El presente artículo científico se centra en el análisis de la información y

aspectos referentes a la prueba en los procesos civiles en el Ecuador con un enfoque

especial en su admisibilidad y valoración. La prueba es una figura jurídica trascendental

en los procesos civiles, la misma se rige bajo las reglas del Código Orgánico General de

Procesos, así también, esta debe sujetarse a las fases entre las cuales la normativa

principalmente establece el anuncio, la práctica y la valoración probatoria, en las

mismas que intervienen las partes procesales y el Juez como director del proceso. La

finalidad de la prueba por disposición normativa es llevar al Juez al convencimiento de

los hechos que se discuten dentro los procesos civiles para aquello como primer filtro la

prueba debe ser admitida en la audiencia por parte del Juez toda vez que con la entrada

en vigencia del Código Orgánico General de Procesos el sistema procesal ecuatoriano se

innovó y adoptó un sistema oral y que se rige bajo principios rectores de manera

específica bajo el principio de inmediación el mismo que mantiene un vínculo directo

con la prueba y le corresponde a las partes procesales. De igual manera, la prueba por su

naturaleza jurídica presenta una clasificación la misma que establece que prueba es de

tipo: testimonial, documental y pericial. Bajo todo lo expuesto se origina la importancia

y la relevancia de la temática en virtud que la prueba es trascendental al momento de

decidir las causas por parte del Juez, así para resolver los procesos civiles debe ser

analizada y comprendida de manera prolija.
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PROBLEMA

¿De qué manera los criterios de admisibilidad y valoración de la prueba en los

procesos civiles garantizan el derecho a la tutela judicial efectiva y el debido proceso,

frente a los desafíos derivados de la amplitud de la prueba y la discrecionalidad?

OBJETIVO GENERAL

Analizar los criterios jurídicos que regulan la admisibilidad y la valoración de la

prueba en los procesos civiles conforme al COGEP, con el fin de evaluar su eficacia en

la garantía de los derechos a la tutela judicial efectiva y al debido proceso.

OBJETIVOS ESPECÍFICOS

1) Examinar los requisitos legales y normativos que debe cumplir un medio

probatorio para ser admitido en el proceso civil conforme el COGEP, y su impacto en la

protección de defensa de las partes.

2) Identificar los criterios de pertinencia, conducencia y utilidad aplicados en la

admisibilidad probatoria dentro del proceso civil, a fin de determinar su incidencia en la

eficacia la decisión final del Juez.

3) Analizar cómo influye la valoración judicial de la prueba en la decisión final

del proceso civil, considerando la sana crítica y sus límites para buscar una sentencia

justa y motivada.

INTRODUCCIÓN

Etimológicamente, “la palabra “prueba” deriva de la voz latina “probus”, que

significa bueno, honrado; así pues, lo que resulta probado es bueno, es correcto, es
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auténtico. Se deduce en este punto que la concepción de prueba radica en una actividad

procesal especial, cuyo producto de dicha actividad es producir el conjunto de motivos o

razones que, de los medios aportados por las partes, le suministra al Juez el

conocimiento de los hechos para los fines del proceso” (Artavia & Picado, 2020).

Doctrinariamente, “la prueba judicial es el conjunto de reglas que regulan la

admisión, producción, asunción y valoración de los diversos medios que pueden

emplearse para llevar al juez la convicción sobre los hechos que interesan al proceso”

(Devis Echandía, 2020).

Históricamente en el ámbito internacional “la prueba tuvo su origen en la

antigua Roma, es decir, desde el inicio del derecho como tal, cabe mencionar, que en

aquella época el Juez era un árbitro del pueblo quien gozaba de total autonomía y

libertad para valorar las pruebas como considere pertinente; dejando a su libre albedrío

la decisión judicial respecto de una persona. Esto refleja que desde el inicio del derecho

existía un modelo inquisitivo no solo al momento de la admisibilidad, práctica y

valoración probatoria, sino también al momento de administrar justicia” (Cárdenas,

2022).

Históricamente en el ámbito nacional la prueba en el sistema procesal

ecuatoriano ha presentado una evolución jurídica de vanguardia, debido que antes de la

entrada en vigencia del Código Orgánico General de Procesos, ésta se regía bajo las

reglas del Código de Procedimiento Civil el mismo cuerpo legal que se basaba en un

modelo escriturario, no imparcial, anticuado y alejado a los principios de simplificación,

uniformidad, eficiencia, inmediación, celeridad y economía procesal; razón por la que la

admisibilidad, práctica y valoración de la prueba era una tarea muy compleja para las

partes procesales y para el Juez respectivamente e inclusive en ciertos casos la prueba

no cumplía con su verdadero rol jurídico.
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Normativamente la prueba y sus reglas están establecidas en el “Título II

Prueba” del Código Orgánico General de Procesos, cabe destacar, que dicho cuerpo

legal regula la actividad procesal de todas las materias del derecho dentro del sistema

procesal ecuatoriano; a excepción de la materia constitucional, electoral y penal. Se

hace hincapié en lo recientemente mencionado en sentido que la prueba es muy amplia

toda vez que no solo es la herramienta jurídica idónea para que dentro de los procesos

civiles se llegue a esclarecer la veracidad de los hechos controvertidos; sino que

también tiene implicación directa en un sin número de materias del derecho de carácter

no penal, que es el caso que aborda este artículo científico.

La importancia de la prueba radica en la siguiente síntesis “Sin la prueba la o el

Juzgador no puede pronunciarse sobre los asuntos sustanciales de la controversia, no

puede administrar justicia; y, por tanto, no se puede efectivizar derechos. Y si la justicia

es fuente generadora de paz social, orden, bienestar, seguridad jurídica, podemos

comprender mejor la trascendencia de la prueba en los procesos judiciales” (Ramírez,

s.f.).

Bajo la síntesis recientemente planteada se recalca que practicar la prueba no

solamente consiste en presentar una o varias pruebas para convencer al Juzgador, sino

que esto comprende un escenario jurídico más amplio en razón que el Juzgador debe

valorar los medios probatorios en base a su experiencia, es decir, a su sana crítica,

lógicamente siempre que éstas cumplan con las características de utilidad, pertinencia y

conducencia.

Dentro de los procesos civiles la prueba es la herramienta jurídica idónea para

que las partes procesales y el Juez puedan llegar a descubrir la veracidad de los hechos

que son materia de litigio dentro de un proceso judicial; toda vez que el Juez para dictar

una sentencia debe tener plena seguridad y el convencimiento de la realidad de los
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hechos controvertidos, así también, debe motivar y detallar cuales han sido los

fundamentos fácticos y jurídicos de cada medio prueba y como estos han aportado

dentro del proceso judicial al momento de formar su convicción y decidir como tal.

La prueba está jurídicamente regida bajo los principios procesales y garantías

básicas que hacen posible un sistema de justicia eficaz, a través, del respeto al debido

proceso, a la imparcialidad; a la igualdad entre las partes procesales y a otros principios

procesales que se encuentran abordados en la sección del desarrollo del artículo

científico. Cabe destacar, que con la entrada en vigencia del Código Orgánico General

de Procesos el sistema de justicia del Ecuador adoptó un modelo procesal con las

siguientes características: oral, adversarial, contradictorio y público lo cual ha sido un

avance significativo en el sistema procesal no penal.

Es menester dar a conocer que el avance significativo que se hace mención se

sustenta en lo siguiente: en la actualidad dentro de los procesos civiles la prueba desde

su etapa de anuncio hasta su etapa de práctica debe cumplir formalidades y seguir las

reglas establecidas en el Art.158 y siguientes del COGEP lo cual además coadyuva a

alcanzar una sentencia justa para las partes procesales, cumpliendo así con el paradigma

constitucional de ser un “Estado constitucional de derechos y justicia”.

Con dicha evolución jurídica los roles de las partes procesales y del Juez

cambiaron de manera significativa; en primer lugar, el Juez cumple un rol apegado a la

imparcialidad en razón que para permitir la admisión y práctica de los medios

probatorios debe cumplir con un estricto control de legalidad. Por otro lado, las partes

procesales cumplen un rol más adecuad en virtud que de acuerdo a su estrategia de

defensa técnica se encargan de anunciar y practicar los medios probatorios que

consideren necesarios para llevar al Juez a formar su convicción y así poder justificar

sus asertos.
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La admisibilidad de la prueba se encuentra establecida en el Art. 160 del

COGEP el mismo que en su parte pertinente establece lo siguiente “Para ser admitida, la

prueba debe reunir los requisitos de pertinencia, utilidad, conducencia y se practicará

según la ley, con lealtad y veracidad. La o el juzgador dirigirá el debate probatorio con

imparcialidad y estará orientado a esclarecer la verdad procesal” (Asamblea Nacional,

2025).

Se deduce que la prueba en los procesos civiles debe cumplir tres requisitos

formales para que pueda ser practicada en la audiencia, es decir, debe ser pertinente, útil

y conducente. En caso que no cumplan con estos requisitos no serán admitidas por parte

del Juez, toda vez que este filtro es fundamental para evitar que se incorporen al proceso

pruebas irrelevantes e inconstitucionales para de esa manera garantizar los principios de

celeridad, inmediación, economía procesal y sobre todo garantizar un ejercicio práctico

del derecho a la defensa con base en las pruebas.

El método de valoración de la prueba vigente se encuentra establecido en el Art.

164 del COGEP el mismo que en su parte pertinente establece lo siguiente “La prueba

deberá ser apreciada en conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana crítica, dejando a

salvo las solemnidades prescritas en la ley sustantiva para la existencia o validez de

ciertos actos. La o el juzgador tendrá obligación de expresar en su resolución, la

valoración de todas las pruebas que le hayan servido para justificar su decisión”

(Asamblea Nacional, 2025).

Se deduce que la valoración de la prueba en los procesos civiles presenta además

un control constitucional que le corresponde al Juez garantizando así en todo momento

el derecho al debido proceso; en virtud a lo establecido en el Art. 76 numeral 4 de la

Constitución de la República del Ecuador: “Las pruebas obtenidas o actuadas con
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violación de la Constitución o la ley no tendrán validez alguna y carecerán de eficacia

probatoria” (Asamblea Nacional, 2025).

De manera general la valoración probatoria se rige bajo las reglas de la sana

crítica y se valora en conjunto de conformidad a lo establecido en el Art. 164 del

COGEP; en base a la normativa mencionada se deduce, que la valoración probatoria se

rige por las reglas en mención toda vez que eso garantiza que en este proceso

interpretativo existan sesgos y errores de interpretación de los medios de prueba por

parte del Juez.

Lo cual además coadyuva a que su decisión sea en lo posible justa con estricto

apego a la lógica y a la congruencia y con observancia a los fundamentos fácticos,

jurídicos y a los medios probatorios debidamente actuados; lo cual lleva además a

garantizar la seguridad jurídica.

METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN

El proceso investigativo aplicado al artículo científico por su naturaleza se

estructura y compone de la siguiente manera:

Modalidad: Cualitativa porque utiliza elementos netamente teóricos acerca de la

prueba, es decir, no recurre a elementos numéricos como los son encuestas y otros

relacionados a cantidades; con la finalidad de detallar de manera prolija toda la

información referente a la prueba y a su admisibilidad y valoración.

Diseño: No experimental debido a que el proceso investigativo radica en el

estudio de la prueba y todos sus aspectos relacionados en base a la información legal y

doctrinaria existente, de manera que no se manipula ningún tipo de variable que

ocasione algún tipo de alteración o distorsión de la esencia de esta figura jurídica.



17

Tipología: Dogmática jurídica porque recurre a estudiar la prueba desde la

normativa para comprender desde la perspectiva jurídica como concibe y regula la

normativa a la prueba las etapas de admisibilidad y valoración; para de esa manera

comprobar si en dichas etapas se garantiza el derecho a la tutela judicial efectiva y al

debido proceso.

Alcance: Descriptiva debido a que la información recopilada aborda las

características, propiedades y aspecto propios de la prueba desde la parte teórica y

jurídica; posteriormente dicha información es analizada y presentada de manera

comprensible, descrita y detallada para cumplir con el objetivo planteado.

Método: Analítico-sintético porque de manera sucinta el proceso de la

investigación comprende técnicas de análisis y síntesis encaminado a la comprensión

prolija de la prueba y las etapas de admisibilidad y valoración desde una perspectiva

jurídica, doctrinaria y normativa para que dicha comprensión sea eficaz.

Instrumento: Guía de análisis documental debido a que es la principal

herramienta utilizada en el proceso de la investigación de manera específica recurriendo

a fuentes bibliográficas confiables como lo son: artículos científicos, revistas jurídicas,

libros, publicaciones y normativa.

RESULTADOS

Definición y ubicación normativa de la prueba en los procesos civiles.

En la normativa ecuatoriana la prueba se encuentra contemplada y definida en el

Art. 158 del COGEP: “La prueba tiene por finalidad llevar al Juez al convencimiento

de los hechos y circunstancias controvertidos”. Bajo esta definición se deduce que la

prueba es una herramienta jurídica que tienen las partes procesales dentro de un proceso

civil, para sustentar en legal y debida forma sus alegaciones respecto a la hechos que
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son materia del litigio y de esa manera encaminar su defensa técnica a la obtención de

una decisión judicial favorable; a través, de una sentencia emitida por un Juez en base a

los fundamentos fácticos, fundamentos jurídicos y práctica probatoria e

indispensablemente en base a un estricto control de legalidad para tutelar bienes

jurídicos protegidos.

Generalidades de la prueba.

La prueba al ser una herramienta jurídica fundamental dentro de un proceso civil

tiene un momento procesal oportuno para poder ser anunciada, es decir, para que sea

introducida en el proceso judicial y pueda cumplir su rol en las respectivas fases. De

manera específica la prueba en la normativa ecuatoriana debe ser anunciada en los actos

de proposición esto comprende: presentación de la demanda, contestación a la demanda,

reconvención de la demanda y contestación a la reconvención de la demanda, de

conformidad a las reglas establecidas en el Art. 159 del COGEP.

La prueba presenta características especiales que la diferencian del resto de

figuras jurídicas, entre lo que principalmente se destaca es que es una herramienta

jurídica de carácter indispensable en sentido que sin su existencia y sin su práctica no es

posible que sea valorada en una sentencia dentro de un proceso civil. Así también,

presenta una serie de formalidades y etapas que están ligadas al principio constitucional

de legalidad, toda vez que dentro de un proceso civil se encuentran derechos e intereses

por tutelar de las partes procesales y la administración de justicia debe garantizar los

mismos de manera eficaz.

Respecto al objetivo de la prueba se deduce que esta figura jurídica está

procesalmente encaminada a “demostrar o desvirtuar los hechos relevantes y

controvertidos dentro de un proceso; por regla general, no es necesario probar aquellos
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hechos que son notorios, admitidos por las partes o presumidos por la ley. En este

sentido, los hechos probados tienen una función crucial: delimitar el campo de decisión

del Juez, quien por regla general no puede basar su fallo en elementos ajenos al

proceso” (Carbonell, 2025) . Acotando a la doctrina del maestro Carbonell es menester

hacer hincapié en que los hechos probados, a través, de la práctica probatoria deben

incidir directamente al momento de que el Juez administre justicia dentro de un proceso

civil.

Derechos constitucionales relacionados a la prueba.

Derecho a la tutela judicial efectiva: De conformidad a lo establecido en el Art.

75 de la Constitución de la República del Ecuador: "Toda persona tiene derecho al

acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, imparcial y expedita de sus derechos

e intereses, con sujeción a los principios de inmediación y celeridad; en ningún caso

quedará en indefensión” (Asamblea Nacional, 2025).

Se deduce que sin la existencia del derecho a la tutela judicial efectiva las partes

procesales no tienen posibilidad real de probar sus alegaciones y mucho menos obtener

una sentencia favorable toda vez que al no existir un proceso judicial es imposible que

la administración de justicia tutele bienes jurídicos protegidos así existan los medios de

pruebas más idóneos y eficaces.

Derecho al debido proceso: De acuerdo a lo previsto en el Art. 76 numeral 4 de

la Constitución de la República del Ecuador: “Las pruebas obtenidas o actuadas con

violación de la Constitución o la ley no tendrán validez alguna y carecerán de eficacia

probatoria” (Asamblea Nacional, 2025).

Se deduce que la norma constitucional no solo garantiza el debido proceso; sino

que además garantiza una sentencia justa, en razón que no permite que se vulnere un
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bien jurídico protegido cuando una de las partes pretende ingresar al proceso una prueba

ilegal que pueda influir negativamente al momento de que el Juez emita su sentencia.

Art. 76 numeral 7 letra h) de la Constitución de la República del Ecuador:

“Presentar de forma verbal o escrita las razones o argumentos de los que se crea

asistida y replicar los argumentos de las otras partes; presentar pruebas y contradecir

las que se presenten en su contra” (Asamblea Nacional, 2025).

Se concluye que la prueba en sus etapas de presentación, práctica y

contradicción constituyen una garantía básica del debido proceso; en razón que esta

garantía precautela que procesalmente las partes no se limiten a ejercer su derecho a la

defensa respecto a la práctica probatoria toda vez que garantiza la libertad probatoria en

base a las reglas de la prueba previstas en el COGEP, es decir, en estricto apego a la

legalidad.

Derecho a la seguridad jurídica: De conformidad a lo establecido en el Art. 82

de la Constitución de la República del Ecuador: “El derecho a la seguridad jurídica se

fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas

previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes” (Asamblea

Nacional, 2025).

Se deduce que el derecho a la seguridad jurídica está directamente vinculado a la

prueba, toda vez que este derecho garantiza que la práctica y la valoración de la prueba

se sustenten en normas previamente establecidas, evitando algún tipo de violación al

proceso como tal y más aún que la prueba es la herramienta jurídica indispensable para

que el Juez forme su convicción y emita una decisión en lo posible justa.

Principios procesales de la prueba.
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De manera general los principios procesales según la doctrina son: “Las líneas

matrices dentro de las cuales se desarrolla las instituciones del proceso. También como

directrices políticas, normas de un determinado ordenamiento adjetivo, se constituyen

en la línea vertebral del proceso o en las vigas maestras sobre las que se construye el

plexo normativo procesal o el alma de las normas” (Yedro, 2022).

Se deduce que los principios son mandatos de optimización que guían el proceso

civil desde su estructura normativa hasta su funcionamiento procesal; cabe mencionar,

que existen varios principios procesales, no obstante, a continuación, se detalla los

principios procesales más importantes y que están vinculados a la prueba para su

correcto funcionamiento.

Principio de dirección del proceso: de conformidad a lo contemplado en el Art. 3

del COGEP: “La o el juzgador, conforme con la ley, ejercerá la dirección del proceso,

controlará las actividades de las partes procesales y evitará dilaciones innecesarias.

En función de este principio, la o el juzgador podrá interrumpir a las partes para

solicitar aclaraciones, encauzar el debate y realizar las demás acciones correctivas”

(Asamblea Nacional, 2025).

Se concluye que este principio procesal refleja en gran parte la función del Juez

dentro de un proceso judicial, especialmente al momento en que las partes procesales

anuncian los medios probatorios, refutan y practican los mismos, Es decir, en dichas

etapas probatorias el Juez es quien dirige las diligencias y encamina las actuaciones de

las partes procesales conforme a lo previsto en la norma y consecuentemente es quien

reviste de potestad para admitir o excluir medios probatorios y posteriormente valorar

los mismos.
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Principio de inmediación: De acuerdo a lo establecido en el Art. 6 del COGEP:

“La o el juzgador celebrará las audiencias en conjunto con las partes procesales que

deberán estar presentes para la evacuación de la prueba y demás actos procesales que

estructuran de manera fundamental el proceso” (Asamblea Nacional, 2025).

Se deduce que el Juez debe garantizar la comparecencia de las partes procesales

en la audiencia, con especial énfasis al momento de practicar los medios probatorios, así

también, el Juez debe presenciar directamente la práctica de los medios de prueba, para

de esa manera garantizar que las partes procesales no queden en indefensión y puedan

hacer valer sus derechos en el curso del proceso. Aquí radica la importancia y el vínculo

directo que presenta este principio con la prueba; en virtud que con el cumplimiento de

este principio no solo se garantiza el derecho al debido proceso, sino también se

garantiza el derecho a la seguridad jurídica.

Principio de contradicción: De conformidad a lo establecido en el Art. 165 del

COGEP: “Las partes tienen derecho a conocer oportunamente las pruebas que se van a

practicar, oponerse de manera fundamentada y contradecirla” (Asamblea Nacional,

2025).

Se concluye que este principio comprende varios momentos procesales

empezando desde los actos de proposición; es decir, desde el anuncio de los medios de

pruebas hasta la práctica de los mismos, dentro de la audiencia, en donde además las

partes procesales pueden refutar los medios de prueba de su adversario en caso de ser

necesario y tener argumento jurídico para hacerlo.

Principio de imparcialidad: De acuerdo a la dogmática jurídica “La

imparcialidad implica que el juzgador es un tercero ajeno al caso a resolver y que no

tiene interés subjetivo o preferencias por las partes y con el objeto del proceso. De ahí
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que el juzgador no pueda realizar actividades propias de una parte ni tampoco tener

influencias por sesgos, prejuicios o ideas preconcebidas” (Durán & Henríquez, 2021).

Respecto a la prueba dentro de un proceso judicial se deduce que la

imparcialidad del Juez se ve reflejada en el momento procesal de admitir y valorar los

medios probatorios, en sentido que el Juez es la autoridad que decide que medios de

prueba se admiten dentro del proceso muy independiente del anuncio de los medios de

prueba hecho por las partes procesales y consecuentemente una vez practicados el Juez

valora los mismos para emitir una sentencia justa.

Principio dispositivo: De acuerdo a la dogmática jurídica: “El principio

dispositivo constituye un pilar fundamental del proceso civil, en virtud del cual se

entiende que la tutela jurisdiccional de los derechos e intereses solo puede iniciarse a

petición de parte; tanto la iniciación del proceso como el contenido del objeto del

mismo corresponde configurarlo exclusivamente a las partes” (Aguirrezabal, 2020) .

Una vez citada la doctrina es menester relacionar al principio dispositivo con la prueba,

por consiguiente, este principio se ve reflejado al momento en que las partes procesales

aportan sus medios de prueba en el momento procesal oportuno dentro del proceso y de

acuerdo a su estrategia de defensa técnica.

Principio de oralidad: De conformidad a lo establecido en el Art. 4 del COGEP

el cual en su parte pertinente señala: “La sustanciación de los procesos en todas las

instancias, fases y diligencias se desarrollarán mediante el sistema oral, salvo los actos

procesales que deben realizarse por escrito” (Asamblea Nacional, 2025).

Se deduce que la prueba de igual manera se sujeta al principio de oralidad, toda

vez que la normativa establece que toda la sustanciación de un proceso se debe realizar

de forma oral (salvo ciertos casos), Aquí radica el ejercicio de la práctica probatoria en
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sentido que al practicar los mismos dentro de la audiencia, es el momento procesal

oportuno para que las partes aporten los sustentos para que el Juez logre esclarecer los

hechos y así formar su convicción.

Admisibilidad de la prueba.

En el ámbito del derecho, "admitir" se refiere a la acción de reconocer o aceptar

algo como válido algo, es decir, en el contexto legal, puede implicar la admisión de un

escrito, prueba o recurso presentado en un proceso judicial. Bajo este preámbulo se

deduce que admitir es la figura jurídica necesaria para la sustanciación de un proceso

judicial en las diversas etapas e instancias; sin embargo, en el ámbito que nos ocupa es

el momento oportuno para dar a conocer la información referente a la admisibilidad de

la prueba dentro de los procesos civiles. Desde la doctrina se señala:

“La admisibilidad de la prueba es el juicio previo que hace el juez sobre la

pertinencia, licitud y utilidad de los medios probatorios ofrecidos por las partes, a fin

de determinar si pueden ser incorporados válidamente al proceso” (Couture, 2020).

“La admisibilidad de la prueba supone la verificación de que el medio

propuesto sea pertinente, no prohibido por la ley y adecuado para esclarecer los

hechos objeto del proceso” (Montero, 2022).

“La admisibilidad de la prueba es la posibilidad jurídica de que un medio de

prueba sea utilizado en el proceso, determinada por su conformidad con las normas

legales y por su pertinencia respecto de los hechos controvertidos” (Echandía, 2020).

Una vez que se ha abordado desde la doctrina la admisibilidad de la prueba se

deduce que la admisibilidad de la prueba en los procesos civiles es el primer filtro que
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debe cumplir la prueba para poder incorporada, practicada y valorada dentro de un

proceso judicial. Así también, es menester manifestar que la etapa de admisibilidad

probatoria es muy relevante y está ligado a un control de legalidad por parte del Juez

garantizando que solo las pruebas que cumplan con los requisitos de pertinencia,

utilidad y conducencia formen parte del debate probatorio, excluyendo aquellas que han

sido obtenidas violando las leyes o la Constitución.

Ahora bien, es el momento oportuno para dar a conocer los aspectos más

relevantes de los tres requisitos de admisibilidad de la prueba que establece la normativa

ecuatoriana, es decir, de conformidad a lo establecido en el Art. 160 del COGEP, por

consiguiente:

Pertinencia: este requisito se encuentra establecido en el Art. 161 inciso segundo

del COGEP “La prueba deberá referirse directa o indirectamente a los hechos o

circunstancias controvertido”. No obstante, la normativa aborda una definición muy

breve sobre este requisito por ende se recurre a la doctrina, que señala:

“La pertinencia es la relación lógica que debe existir entre el hecho a probar y

el objeto del litigio. Una prueba es pertinente cuando contribuye efectivamente a

demostrar un hecho que tiene relevancia jurídica en el proceso” (Devis Echandía,

2020).

“La pertinencia probatoria consiste en la relación lógica o jurídica entre el

medio de prueba y el hecho materia de la prueba; el medio de prueba debe tener una

relación directa con el hecho objeto de la investigación o del litigio” (Cañón, 2021).

“La pertinencia de la prueba atañe a su adecuación a los hechos concretos

investigados en la causa, y su utilidad a la aptitud o idoneidad para generar convicción

en el Juez o tribunal” (Enrique, 2022).
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Bajo estos aportes teóricos, es necesario contrastar tanto la normativa como la

doctrina, se deduce así que la pertinencia se refiere a la relación directa o indirecta que

los hechos por probar tengan con lo que es materia de la controversia de manera que es

objeto de prueba en el proceso. Dicho de otra manera, la pertinencia de la prueba

significa que la prueba debe ser apropiada, para aportar hechos que tienen que ver con

otras pruebas o para demostrar los hechos cuestión por decidir; por ejemplo, los hechos

objeto de prueba en un proceso de honorarios profesionales no deben estar relacionados

a justificar la personalidad del deudor.

Utilidad: En la normativa ecuatoriana no existe un artículo que defina o

establezca a la utilidad por ese motivo se recurre a la doctrina:

“La prueba es inútil cuando sobra, por no ser idónea, no en sí misma, sino con

relación a la utilidad que le debe prestar al proceso, ya que éste sólo puede recaudar

las pruebas necesarias para el pronunciamiento del fallo” (Parra, 2020).

“La utilidad de la prueba se refiere a la aptitud del medio probatorio para

proporcionar al juez un conocimiento que le permita formar convicción sobre los

hechos debatidos. No basta que la prueba sea pertinente, debe además ser útil para

esclarecer el litigio” (Echandía, 2022).

“Un medio probatorio se considera útil cuando sirve para establecer un hecho

materia de controversia que no ha sido establecido todavía con otro medio de prueba”

(Mazón, 2025).

Bajo estos aportes teóricos desde la doctrina se deduce que la utilidad de la

prueba es la capacidad del medio probatorio para aportar información relevante y eficaz

que ayude al Juez a formar convicción sobre los hechos controvertidos; dicho de otra

manera la prueba útil significa que va a ser atinente a justificar los asertos de las partes,
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es decir, las partes procesales deben practicar las pruebas que realmente sirvan para

demostrar la afirmación positiva o negativa de los hechos controvertidos.

Conducencia: Desde la normativa la conducencia se encuentra establecida en el

Art. 161 del COGEP “La conducencia de la prueba consiste en la aptitud del contenido

intrínseco y particular para demostrar los hechos que se alegan en cada caso”

(Asamblea Nacional, 2025).

Desde la doctrina se define a la conducencia como:

“Es la idoneidad legal que tiene una prueba para demostrar determinado

hecho” (Parra, 2020).

“La conducencia de la prueba se refiere a la relación jurídica entre el medio

probatorio y el hecho que se quiere demostrar; un medio es conducente cuando, según

la ley, es idóneo para probar el hecho de que se trata” (Echandía, 2020).

“Una prueba es conducente cuando es idónea para demostrar el hecho que se

intenta probar, es decir, cuando el medio elegido es el adecuado y permitido por la ley

para ese fin” (Alcina, 2023).

Ahora bien, contrastando tanto la normativa como la doctrina se deduce que la

conducencia es la aptitud jurídico-procesal de los medios de prueba practicados por las

partes procesales para demostrar un hecho relevante que además va a influir al momento

que el Juez forme su convicción; por ejemplo: si se pretende probar la compraventa de

un bien raíz con el documento privado no existe idoneidad legal, en cambio la escritura

pública si es la prueba idónea de la compraventa de inmueble.

Valoración de la prueba.
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En el ámbito del derecho, "valorar" significa analizar, apreciar o determinar el

valor o la trascendencia de alguna institución jurídica que forma parte dentro de la

sustanciación de un proceso judicial. En síntesis, valorar es un ejercicio procesal que

emana de la parte intelectual de una persona; en el caso que nos ocupa esto proviene por

parte del Juez en función de su rol. Así también desde la doctrina se señala:

“La valoración de la prueba es la apreciación que el juez hace de los medios

probatorios, conforme a las reglas de la sana crítica, la lógica y la experiencia, para

determinar su eficacia en la demostración de los hechos controvertidos” (Couture,

2020).

“La valoración de la prueba es un juicio de razonabilidad que el juez efectúa

sobre el material probatorio, conforme a los principios de la lógica, la psicología y la

experiencia” (Gozaíni, 2022).

Desde la doctrina se concluye que la valoración de la prueba es un acto de

razonamiento lógico y coherente basado en derecho y en el respeto al debido proceso en

virtud que el Juez determina la manera en que los medios de prueba han aportado de

manera eficaz y oportuna para emitir su sentencia respecto a un proceso judicial que se

encuentre en curso. Ahora bien, en el caso que nos ocupa la normativa ecuatoriana

establece las reglas de la valoración de la prueba, según lo establece el Art. 164 del

COGEP:

“Para que las pruebas sean apreciadas por la o el juzgador deberán solicitarse,

practicarse e incorporarse dentro de los términos señalados en este Código. La prueba

deberá ser apreciada en conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana crítica, dejando

a salvo las solemnidades prescritas en la ley sustantiva para la existencia o validez de

ciertos actos. La o el juzgador tendrá obligación de expresar en su resolución, la
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valoración de todas las pruebas que le hayan servido para justificar su decisión”

(Asamblea Nacional, 2025).

Una vez que se ha recurrido al aporte teórico tanto de la doctrina como de la

normativa es menester abordar los tres elementos más relevantes de la valoración de la

prueba, por consiguiente:

Valoración de la prueba en conjunto: La dogmática jurídica refiere: “La

valoración de la prueba se rige bajo lineamientos de la sana crítica respecto a los medios

de prueba aportados por las partes procesales, no es un concepto vacío, ni una válvula

de escape que puede usar el Juez para dar la apariencia de racionalidad y juridicidad a

sus intuiciones, posturas ideológicas, emociones, o algún tipo de prejuicio” (Ámbito

Jurídico, 2024).

Por otra parte, desde la doctrina se señala:

“La valoración de la prueba no puede hacerse pieza por pieza, sino en el

conjunto del cuadro probatorio, porque solo así puede obtenerse una imagen completa

y verdadera de los hechos” (Carnelutti, 2021).

“En la valoración de la prueba en conjunto el Juez no debe considerar las

pruebas separadamente, sino en su conjunto, como un sistema de elementos de

convicción que se completan o se contradicen entre sí” (Guasp, 2022).

Una vez que se ha recurrido a la dogmática jurídica y a la doctrina se deduce que

la valoración de la prueba en conjunto es un proceso hermenéutico e interpretativo de

acuerdo a la información suministrada en la práctica probatoria; este ejercicio

intelectual es realizado por parte el Juez previo a dictar una sentencia o decidir dentro

de algún proceso judicial, cabe mencionar, que este proceso se rige bajo las reglas de la
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lógica, racionalidad y coherencia, con la finalidad de no afectar a ninguna de las partes

procesales.

Así también, es oportuno manifestar la razón por la que la prueba se debe

valorar en conjunto, por consiguiente, el fin de valorar la prueba en conjunto, es para

que no se distorsionen las teorías del caso presentadas por las partes procesales; ni se

deje de lado algún presupuesto que puede ser decisivo, lo cual además coadyuva a ser la

base para la construcción de hipótesis con gran probabilidad, esto es, sin

contradicciones, con alto poder explicativo y concordantes con el contexto experiencia.

Reglas de la sana crítica: De manera general el término “regla” refiere que “Es

una norma o los lineamientos que, en derecho, regula el procedimiento judicial para

resolver disputas. Establece cómo se debe actuar en un proceso, definiendo los pasos,

los plazos, los actos de las partes (demandante, demandado) y del juez, así como las

formas de obtener una sentencia; en esencia, son las reglas del juego para aplicar el

derecho sustantivo cuando surge un conflicto” (Instituto de Investigaciones Jurídicas,

2023).

De manera más específica desde la doctrina se señala:

“La sana crítica de la prueba significa que el juez debe fundar su convicción en

un proceso lógico y razonado, basado en la experiencia común, sin que existan reglas

predeterminadas sobre el valor de cada medio probatorio” (Carnelutti F, 2021).

“La sana crítica es el criterio racional con que el juez debe apreciar la prueba,

sometido a las leyes de la lógica, a las máximas de la experiencia y a los conocimientos

científicos, pero libre de ataduras formales o de tarifas legales” (Echandía, 2020).

Ahora bien, una vez citada la dogmática jurídica, así como la doctrina se

concluye manifestando que las reglas de la sana crítica conforman un sistema de

valoración de la prueba utilizado en el derecho procesal civil; según el cual el juez debe
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apreciar las pruebas de acuerdo con la razón, la lógica, la experiencia y los

conocimientos científicos.

Dicho de otra manera, el Juez es quien que debe decidir el resultado de un

proceso judicial con arreglo a la sana crítica, lo cual significa que no es libre de razonar

a voluntad, discrecionalmente o arbitrariamente; sino la sana crítica es la unión de la

lógica y de la experiencia con apego a los principios de legalidad e imparcialidad para

no afectar los intereses de las partes procesales.

Motivación: Finalmente el proceso de valoración de la prueba, que es reflejado,

a través de una sentencia debe por mandato constitucional ser motivada, según lo

establece el Art. 76 numeral 7 letra L de la Constitución de la República del Ecuador:

“Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá motivación

si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y

no se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho” (Asamblea

Nacional, 2025).

Así también la doctrina hace una distinción de la figura jurídica de la motivación:

“La motivación es el razonamiento jurídico del juez, que vincula los hechos del caso

con la norma aplicable y su función principal es demostrar la corrección de la decisión y

permitir el control judicial, en base a la valoración de la prueba dentro de un proceso

judicial” (Muñoz, 2021).

En consecuencia, es menester recurrir a la jurisprudencia, es decir, a la Sentencia

1158-17-EP/21 emitida por la Corte Constitucional del Ecuador la cual es un precedente

obligatorio y que debe ser observado por los Jueces unipersonales y pluripersonales al

momento de motivar su decisión. La Sentencia 1158-17-EP/21 es vanguardista toda vez

que establece que el tradicional test de motivación que comprende parámetros de lógica,
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razonabilidad y comprensibilidad no son suficientes; sino que, además la decisión del

Juez debe contar con estándares y fundamentación de carácter normativo y fáctico.

La Sentencia analizada ut supra más allá de ser vanguardista es trascendente

para el ordenamiento jurídico ecuatoriano toda vez que al no existir la suficiente

normativa que establezca las reglas de la motivación, viene a convertirse en el

complemento normativo ideal. Lo cual además coadyuva a garantizar en todo momento

el debido proceso a las partes procesales y a tutelar de manera efectiva bienes jurídicos

protegidos que dependen de la administración de justicia, a través, de la decisión

judicial del Juez.

En síntesis, en los procesos civiles la motivación se refiere a la justificación que

debe dar a conocer el Juez bajo los parámetros de la lógica, comprensibilidad y

racionalidad; es decir, no es suficiente decir se acepta la demanda a tal parte procesal,

sino que el Juez debe explicar de manera prolija los fundamentos de hecho,

fundamentos de derecho y finalmente como valoro los medios de prueba para emitir su

sentencia dentro de un proceso judicial.

CONCLUSIONES

Se afirma que la prueba es una institución jurídica muy importante y

trascendental dentro de los procesos civiles, por consiguiente, esta reviste de

formalidades y comprende momentos procesales para poder cumplir con su finalidad

que es aportar con información real y oportuna lo cual permite que el Juez llegue a

esclarecer la veracidad de los hechos controvertidos y así emitir una sentencia justa para

las partes procesales.

Así también, es menester manifestar que la prueba se rige y relaciona en base a

los principios procesales de dirección del proceso, inmediación, contradicción,
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imparcialidad, dispositivo y oralidad; de la misma manera una correcta práctica

admisibilidad, práctica y valoración de la prueba garantiza los derechos constitucionales

de: tutela judicial efectiva, defensa, debido proceso y seguridad jurídica.

Por otra parte, la prueba al ser de vital importancia dentro de un proceso judicial

depende del Juez a quien le corresponde admitir los medios de prueba dentro del

proceso judicial y valorar los mismos para formar su convicción y emitir la respectiva

sentencia. También depende de las partes procesales a quienes les corresponde anunciar

los medios de prueba en los actos de proposición, practicar los mismos en la audiencia y

contradecirlos en caso de tener fundamento, es decir, les corresponde ello como su

carga procesal.

Respecto a la admisibilidad probatoria es oportuno mencionar la importancia del

análisis de sus elementos; por consiguiente, su importancia radica en que un correcto

análisis del Juez de los requisitos de admisibilidad probatoria. Es decir, de la pertinencia,

utilidad y conducencia, garantiza que se incorporen al proceso judicial medios de

prueba que aporten de manera significativa a esclarecer los hechos que son materia de

controversia, lo cual además coadyuva a que exista una decisión judicial en lo posible

justa, en razón que el Juez juzgará de acuerdo a lo aportado con los medios de prueba.

Finalmente, se deduce que actualmente la prueba en el sistema procesal

ecuatoriano a adoptado un modelo vanguardista y garantista de derechos; toda vez que

anteriormente el Código de Procedimiento Civil establecía las reglas de la prueba en

base a un sistema escriturario y escueto. En cambio, en la actualidad con el Código

Orgánico General de Procesos establece las reglas de la prueba en base a un sistema oral

y contradictorio, lo cual además se alinea al mayor paradigma constitucional de ser “un

país constitucional de derechos y justicia”.
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